Detención por particulares.

 

Podemos resumir en tres los casos en que la Ley faculta a los particulares para detener:

lº Al delincuente “In fraganti” y al que intentare cometer un delito en el momento de ir acometerlo.
Ante la falta de definición legal en el momento actual, habrá que acudir a la doctrina del Tribunal Supremo. Así, la sentencia de 29 de marzo de 1990 señala:

“El concepto de delito flagrante, a los efectos del artículo 18.2 de la Constitución y del correlativo 553 de la LECr., queda delimitado por los tres requisitos siguientes:

Inmediatez temporal, es decir, que se está cometiendo un delito o que haya sido cometido instantes antes 

Inmediatez personal, consistente en que el delincuente se encuentre allí en ese momento en situación tal con relación a los objetos o a los, instrumentos del delito que ello ofrezca una prueba de su participación en el hecho.

Necesidad urgente, de tal modo que la Policía, por las circunstancias concurrentes en el caso concreto, se vea obligada a intervenir inmediatamente con el doble fin de poner término a la situación existente, impidiendo en todo lo posible la propagación del mal que la infracción penal acarrea, y de conseguir la detención del autor de los hechos, necesidad que no existirá cuando la naturaleza de los hechos permita acudir a la Autoridad Judicial para obtener el mandamiento correspondiente.”

2º A los fugados de centros penitenciarios o de detención.
3º Al procesado o condenado en rebeldía.
En estos supuestos el particular no tiene obligación de detener, pero tiene la facultad de hacerlo si quiere, porque está autorizado por la Ley.

Lógicamente una vez realizada la detención, el particular deberá poner inmediatamente al detenido a disposición del Juez o funcionario de policía más próximo.

 

DETENCIÓN POR AUTORIDAD O AGENTE DE LA POLICÍA JUDICIAL
Hay que distinguir según se trate de detención por delito o por falta. 
A) Detención por delito
Establece el artículo 492 que la Autoridad o Agente de la Policía Judicial tendrá obligación de detener:
1º.A cualquiera que se halle en alguno de los casos del artículo 490
 2º.Al que estuviere procesado por delito que tenga señalada en el Código pena superior a la de prisión menor
3º.Al procesado por delito a que esté señalada pena inftrior, si sus antecedentes o las circunstancias del hecho hicieren presumir que no comparecerá cuando fuere llamado por la Autoridad Judicial.
Se exceptúa de lo dispuesto en el párrafo anterior al procesado que preste en el acto fianza bastante, a juicio de la Autoridad o Agente que intente detenerlo, para presumir racionalmente que comparecerá cuando le llame el Juez o Tribunal competente.
 4º. Al que estuviere en el caso del número anterior, aunque todavía no se hallase procesado, con tal que concurran las dos circunstancias siguientes:
1ª. Que la Autoridad o Agente tenga motivos racionalmente bastantes para creer en la existencia de un hecho que presente los caracteres de delito.
2ª. Que los tenga también bastantes para creer que la persona a quien intente detener tuvo participación en él
     Respecto a los supuestos contemplados en los números 2º y 3º, la circunstancia del procesamiento difícilmente es conocida por la Policía Judicial, a quien el Juez no tiene la obligación de comunicar tales resoluciones, por lo que, salvo que se trate de delincuentes contra los que se haya dictado una orden de busca y captura7 habrá que estar a lo que en cada caso disponga el Juez competente.   
    Así pues, podemos resumir en dos los casos contemplados en el artículo 492, en los que existe obligación de detener por parte de los miembros de la Policía judicial:
 1º.Al que se encuentre en alguno de los casos del artículo 490 (detención por particular).
2º.A la persona sobre la que existan motivos racionalmente bastantes para creer que ha tenido participación en un hecho que presenta caracteres de delito.
     Hay que señalar que en los supuestos mencionados la Autoridad o Agente de Policía Judicial tiene la obligación de detener, a diferencia de la detención por particular en que la práctica de la detención es una facultad, pero no una obligación.   
    Con respecto al número 20, vemos pues que la Ley no exige pruebas para detener, pero sí "motivos racionalmente bastantes", es decir, suficientes, para creer que la persona a quien intenta detener ha cometido un delito.    
    El artículo 493 dispone que en los casos no contemplados en ninguno de los supuestos anteriores, es decir, cuando no proceda la detención, la Autoridad o Agente de la Policía Judicial tomará nota del nombre, apellidos, domicilio u demás circunstancias bastantes para la averiguación e identificación de la persona del procesado o del delincuente, que entregará al Juez o Tribunal que conozca o deba conocer de la causa.    
    Por otra parte, el artículo 553 de la LECr, redactado por la Ley Orgánica 4/1988, de 25 de mayo, establece que los Agentes de Policía podrán , asimismo, proceder de propia autoridad a la inmediata detención de las personas cuando haya mandamiento de prisión contra ellas, cuando sean sorprendidas en flagrante delito, cuando un delincuente, inmediatamente perseguido por los Agentes de la Autoridad, se oculte o refugie en alguna casa, en casos excepcional o urgente necesidad, cuando se trate de presuntos responsables de las acciones a que se refiere el articulo 384 bis (delitos cometidos por personas integradas o relacionadas con bandas armadas o individuos terroristas o rebeldes), cualquiera que friere el lugar o domicilio donde se ocultasen o refugiasen, dando cuenta inmediata al Juez competente.    
     b) Detención por falta. La detención por falta es excepcional. En general, la comisión de una falta no es motivo bastante para la práctica de la detención.         
     La falta es una conducta ilícita de pequeña entidad, sancionada con penas leves, por lo que es improbable que el infractor rompa con sus hábitos sociales con el fin de ponerse fuera del alcance de la justicia.   
    Por estas razones, el legislador entiende que la adopción de la medida de la detención en estos casos es innecesaria y desproporcionada, como regla general.        
     El artículo 495 de la LECr estable que no se podrá detener por simples faltas, salvo que concurran los requisitos siguientes:
1º.Que el presunto reo no tenga domicilio conocido y
2º.Que no dé fianza bastante a juicio de la Autoridad o agente que intente detenerle.
     En consecuencia, si el presunto reo tiene domicilio conocido, o aún no teniéndolo, va acompañado de persona de conocida solvencia, o puede afianzar su comparecencia ante el Juez, no procede su detención.   
    En relación con este tema, la Circular número 734, de 21 de enero de 1983, de la Dirección General de la Policía, dispone lo siguiente:
 “La Fiscalía General del Estado ha interesado de la Dirección de la seguridad del Estado, que las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, en su función de Policía Judicial, observen el mas exacto cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 493 de la LECr, al estimar como proceder no ajustado a nuestro ordenamiento jurídico el hecho de que, como norma general de actuación, personas acusadas ante la Autoridad Judicial por la eventual comisión de supuestas infracciones penales de poca entidad, quedan retenidas en dependencias policiales hasta su conducción y presentación en el Juzgado, al entender que se trata de una medida de privación de libertad que en numerosas ocasiones no reúne las condiciones que legalmente se exigen para asegurar el resguardo del acusado en orden al buen fin del proceso, basados en el triple soporte de la convicción racional de la comisión del hecho delictivo, de la participación del denunciado y de la fundada sospecha de que, sin otros afianzamientos posibles, eludirá la acción de la justicia por incomparecencia ante el Juez o Tribunal competente cuando sea llamado a tal efecto.
     Al objeto de dar cumplimiento a lo dispuesto en el mencionado articulo 493 de la LECr, en aquellos supuestos en los que el denunciado tenga acreditada su identidad, domicilio o residencia habitual, carezca de antecedentes policiales y sea acusado de delito o falta de escasa gravedad (especialmente si son de carácter formal o infraccional) la actuación policial se limitará, en lo que se refiere a la situación personal del inculpado, a transmitir al interesado la obligación que tiene de comparecer ante el Juzgado competente cuando para ello sea citado por el mismo, a dejar constancia en las diligencias policiales de dicha advertencia y a remitir lo actuado a la Justicia, sin que, en estos supuestos sea preciso, por tanto, la entrega material del detenido a la Autoridad judicial.
El plazo de la detención.
   
¿Cuando comienza y cuando acaba?
La detención comenzará en el preciso instante en que un sujeto es privado de su libertad ambulatoria y, en consecuencia, es esa la hora que debe figurar en el Libro de Detenidos, y no la hora en la que se cumplimenta, en las dependencias policiales, el Acta de Información de Derechos al Detenido. En cuanto a su finalización, se produce en el momento en que el detenido es puesto en libertad o es presentado ante la autoridad judicial. El primer caso no ofrece dudas, sin embargo, cuando el detenido pasa a disposición judicial, en el Libro de Detenidos se suele poner, como hora de salida, el momento en que abandona los calabozos, lo cual no es correcto, porque la detención no finalizará hasta que el detenido esté en presencia física de la autoridad judicial.
 
El plazo ordinario
Art. 17.2 C.E.​
“La detención preventiva no podrá durar más de/tiempo estrictamente necesario para la realización de las averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos, y, en todo caso, en el plazo máximo de setenta y dos horas, el detenido deberá ser puesto en libertad o a disposición de la autoridad judicial”
 

Art. 496 LECrim.
El particular, Autoridad o agente de Policía judicial que detuviere a una persona en virtud de lo dispuesto en los precedentes artículos, deberá ponerla en libertad o entregarla al Juez más próximo al lugar en que hubiere hecho la detención dentro de las veinticuatro horas siguientes al acto de la misma.
 

Art. 520.1 LECrim.
La detención preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente necesario para la realización de las averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos. Dentro de los plazos establecidos en la presente Ley y en todo caso, en el plazo máximo de setenta y dos horas, el detenido deberá ser puesto en libertad o a disposición de la autoridad judicial.
 

El Plazo extraordinario 
Art. 520 bis.-
1. Toda persona detenida como presunto participe de alguno de los delitos a que se refiere el articulo 384 bis será puesta a disposición del Juez competente dentro de las setenta y dos horas siguientes a la detención. No obstante, podrá prolongarse la detención el tiempo necesario para los fines investigadores, hasta un límite máximo de otras cuarenta y ocho horas, siempre que, solicitada tal prórroga mediante comunicación motivada dentro de las primeras cuarenta y ocho horas desde la detención, sea autorizada por el Juez en las veinticuatro horas siguientes. Tanto la autorización cuanto la denegación de la prórroga se adoptarán en resolución motivada.
2. Detenida una persona por los motivos expresados en el número anterior, podrá solicitarse del Juez que decrete su incomunicación, el cual deberá pronunciarse sobre la misma, en resolución motivada, en el plazo de veinticuatro horas. Solicitada la incomunicación, el detenido quedará en todo caso incomunicado sin perjuicio del derecho de defensa que le asiste y de lo establecido en los artículos 520 y527, hasta que el Juez hubiere dictado la resolución pertinente.
3. Durante la detención, el Juez podrá en todo momento requerir información y conocer, persona/mente o mediante delegación en el Juez de Instrucción del partido o demarcación donde se encuentre el detenido, la situación de éste.
 (Artículo introducido por LO 4/1988, de 25 de mayo).
Con el fin de garantizar el éxito de la investigación, se podrá solicitar del Juez la incomunicación del detenido, el cual quedará incomunicado desde el momento mismo de la solicitud y no desde que la misma sea acordada o denegada.
El control judicial es permanente, ya que el Juez puede en todo momento requerir información y conocer la situación del detenido allí donde se encuentre. 
